
R-DCA-1035-2015 

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División de Contratación Administrativa. 

San José, a las ocho horas con veinte minutos del quince diciembre de dos mil quince.------------ 

Recurso de objeción interpuesto por la empresa INTEGRATED ENGINEERING SYSTEMS, 

S.A. en contra del cartel de la LICITACIÓN PÚBLICA No. 2015LN-000007-13801, promovida 

por el MINISTERIO DE HACIENDA para la implementación de un servicio de mensajería y 

herramientas colaborativas en la nube.---------------------------------------------------------------------------- 

RESULTANDO 

 I.  Que la empresa INTEGRATED ENGINEERING SYSTEMS, S.A., el día dos de diciembre de 

dos mil quince, presentó ante esta Contraloría General recurso de objeción en contra del cartel 

de la referida licitación pública.--------------------------------------------------------------------------------------- 

II. Que mediante auto de las doce horas y treinta minutos del tres de diciembre de dos mil 

quince, se otorgó audiencia especial a la Administración licitante para que se refiriera al recurso 

presentado, audiencia que fue atendida mediante oficio No. PI-AG-0574-15.--------------------------- 

II. Que para emitir la presente resolución se han observados la prescripciones constitucionales, 

legales y reglamentarias  correspondientes.---------------------------------------------------------------------- 

CONSIDERANDO  

I.- SOBRE EL FONDO. 3.2 Metodología de evaluación. 3. Cantidad de proyectos de la 

empresa. Respecto a la exigencia de la experiencia de mínimo 500 cuentas habilitadas. El 

objetante considera que la forma en que se evalúa la cantidad de proyectos de la empresa es 

discriminatoria y viola los principios de igualdad y libre competencia. Señala que con la 

evaluación establecida se favorece a las empresas transnacionales con presencia en 

Centroamérica, por cuanto las empresas con más de 500 empleados en Costa Rica son muy 

pocas, por lo que considera que el requisito reduce la cantidad de empresas nacionales máxime 

que la tecnología de la nube es relativamente reciente. Cita la clasificación de empresas que 

realiza la Caja Costarricense del Seguro Social según su tamaño (microempresas, pequeñas, 

medianas y grandes) y, al respecto enfatiza que las empresas que tienen más de 30 

trabajadores son únicamente el 5% del total de compañías costarricenses, por lo que considera 

que exigir esa experiencia es casi imposible participar para un empresa nacional. Así las cosas, 

solicita se modifique el punto 3.2.2 para lo cual propone la siguiente redacción: “3.2.2 CANTIDAD 

DE PROYECTOS DE LA EMPRESA (20%) / Se asignará un puntaje por la cantidad de proyectos 
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realizados en la IMPLEMENTANCIÓN DE UN SERVICIO DE MENSAJERIA Y HERRAMIENTAS 

COLABORATIVAS EN LA NUBE a nivel Centroamericano, a razón de 2% por cada proyecto adicional a 

los 2 proyectos mínimos solicitados como requisito de admisibilidad, hasta un máximo de 20%.; 

considerando para tal efecto una declaración jurada en donde se indiquen los proyectos realizados, 

institución, contacto y fecha de realización.” La Administración señala que la empresa recurrente se 

limita a realizar meras afirmaciones sin fundamentación alguna y sin manifestar la razón por la 

cual se le está limitando la participación. Considera que la tecnología en la nube no se puede 

considerar reciente, para lo cual cita un estudio realizado por la Universidad de Costa Rica a 

través del Programa Sociedad de la Información y el Crecimiento (PROSIC). Enumera algunas 

instituciones gubernamentales y empresas privadas que utilizan los servicios de nube en los 

últimos años. Aclara que en la presente contratación no se requiere que la empresa tenga una 

estructura interna de 500 empleados, por cuanto señala que lo que pretende es la 

implementación de una solución de un servicio de mensajería y herramientas colaborativas en 

la nube, según demanda para una cantidad inicial de 3200 cuentas habilitadas, pudiendo crecer 

hasta soportar 6000 cuentas, y señala que lo que requiere es que se cumplan las condiciones 

cartelarias independientemente de la cantidad de recurso humano de una empresa. Añade que 

ningún punto de calificación puede ser catalogado como excluyente o limitante de la 

participación, debido a que son puntos que se otorgan o no. Por último, señala que para la 

Administración es importante contar con las referencias señaladas en el punto 3.2.2 y, no se 

está violentando la libertad de participación, sino que más bien se está premiando a las 

empresas que tengan más experiencia. Criterio de la División. La cláusula objetada dispone: 

“3.2.2 CANTIDAD DE PROYECTOS DE LA EMPRESA (20%) / Se asignará un puntaje por la cantidad 

de proyectos realizados en la IMPLEMENTACIÓN DE UN SERVICIO DE MENSAJERIA Y 

HERRAMIENTAS COLABORATIVAS EN LA NUBE a nivel Centroamericano, para soluciones como 

mínimo de 500 cuentas habilitadas, a razón de 2% por cada proyecto adicional a los 2 proyectos mínimos 

solicitados como requisito de admisibilidad, hasta un máximo de 20%.; considerando para tal efecto la 

declaración jurada solicitada en el punto 2.5 de este cartel.” (Ver CD adjunto al folio 30 del 

expediente del recurso de objeción. Archivo en PDF NI34465, página 22). Sin embargo, el 

objetante sugiere que la indicada cláusula se lea de la siguiente manera: “3.2.2 CANTIDAD DE 

PROYECTOS DE LA EMPRESA (20%) / Se asignará un puntaje por la cantidad de proyectos realizados 

en la IMPLEMENTACIÓN DE UN SERVICIO DE MENSAJERIA Y HERRAMIENTAS COLABORATIVAS 

EN LA NUBE a nivel Centroamericano, a razón de 2% por cada proyecto adicional a los 2 proyectos 
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mínimos solicitados como requisito de admisibilidad, hasta un máximo de 20%.; considerando para tal 

efecto la declaración jurada donde se indiquen los proyectos realizados, institución, contacto y fecha de 

realización.” (folio 04 del expediente de la objeción). Como punto de partida es necesario indicar 

que el artículo 170 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, entre otras cosas, 

dispone: “El recurso deberá presentarse con la prueba que se estime conveniente y debidamente 

fundamentado a fin de demostrar que el bien o el servicio que ofrece el recurrente puede satisfacer las 

necesidades de la Administración. Además, deberá indicar las infracciones precisas que le imputa al 

cartel con señalamiento de las violaciones de los principios fundamentales de la contratación 

administrativa, a las reglas de procedimiento o en general el quebranto de disposiciones expresas del 

ordenamiento que regula la materia.” De lo anterior deriva el deber de fundamentación que corre a 

cargo del objetante. En el caso particular, el recurrente solicita, esencialmente, que se elimine el 

siguiente requisito: “para soluciones como mínimo de 500 cuentas habilitadas”. Sin embargo, las 

razones dadas no llegan a acreditar cómo una disposición contenida en el sistema de 

calificación le impide su participación al concurso. Y es que debe tenerse presente que en el 

pliego de condiciones se contemplan dos tipos de cláusula, por un lado las de admisibilidad y 

por otro, las de evaluación. Las primeras, o sea, las de admisibilidad, deben ser cumplidas ya 

que su inobservancia generalmente acarrea la exclusión de la oferta. Las segundas, o sea, las 

cláusulas de evaluación, difieren en tanto su inobservancia no genera la exclusión de la 

propuesta, sino que la consecuencia es el no otorgamiento de los puntos asignados en el 

sistema de evaluación. Establecido lo anterior, resulta conveniente señalar lo que ha externado 

este órgano contralor en cuanto al deber de fundamentación. Así, en la resolución R-DCA-577-

2008,  de las once horas del veintinueve de octubre del dos mil ocho, señaló: “…no resulta 

factible que este Despacho pueda imponer, sin una justificación técnica y jurídica categórica, la 

adquisición de otro equipo diferente al que consta en el pliego cartelario. Como muestra de lo 

anterior, se puede observar el razonamiento de este órgano contralor disponiendo que: “(...) si 

la Administración ha determinado una forma idónea, específica y debidamente sustentada 

(desde el punto de vista técnico y tomando en consideración el respecto al interés general) de 

satisfacer sus necesidades, no pueden los particulares mediante el recurso de objeción al cartel 

pretender que la Administración cambie ese objeto contractual, con el único argumento de que 

ellos tienen otra forma para alcanzar similares resultados. Permitir esa situación cercenaría la 

discrecionalidad administrativa necesaria para determinar la mejor manera de satisfacer sus 

requerimientos, convirtiéndose de esa forma, los procedimientos de contratación administrativa 



 
 
 
 

4 
 
en un interminable “acomodo” a las posibilidades de ofrecer de cada particular. Es claro que no 

se trata de limitar el derecho que tienen los potenciales oferentes de objetar aquellas cláusulas 

o condiciones que de alguna manera le restrinjan su derecho a participar en un concurso 

específico, pero tampoco puede llegarse al extremo de obligar a la Administración a seleccionar 

el objeto contractual que más convenga a un oferente” (RC-381-2000 de las 11:00 horas del 18 

de setiembre del 2000). Visto lo anterior, el objetante que pretenda obtener un resultado 

favorable a raíz de su recurso de objeción, cuestionando requerimientos cartelarios, deberá 

reflejar en su escrito al menos los argumentos suficientes para acreditar que no existe 

justificación técnica, legal o financiera alguna por parte de la Administración para esa exigencia. 

Lo anterior, tomando en consideración que como resultado del fin público que en principio, 

persiguen los actos administrativos, estos se presumen dictados en apego al ordenamiento 

jurídico.  […] Para ello el objetante, deberá realizar un ejercicio tendiente a cuestionar y 

evidenciar que el acto recurrido es contrario a los principios rectores de la contratación 

administrativa. En ese mismo sentido el mencionado artículo 170 del Reglamento a la Ley de 

Contratación Administrativa (RLCA), es sumamente claro al determinar que quien acciona en la 

vía administrativa a través del recurso de objeción, tiene la carga de la prueba, de manera que 

debe presentar, aportar y fundamentar debidamente la prueba correspondiente, a fin de 

demostrar que el bien o servicio que ofrece satisface las necesidades de la Administración, así 

como comprobar las infracciones que se le imputan al cartel, las violaciones a los principios de 

contratación administrativa o quebranto a cualquier regla de procedimiento o del ordenamiento 

en general […]En ese sentido, no resulta suficiente con que el objetante motive su pretensión 

únicamente en que se permita la participación del equipo o sistema que pretende ofrecer. 

Contrariamente, debería incluirse una adecuada relación entre las modificaciones solicitadas, la 

documentación o prueba aportada y las violaciones imputadas al cartel.” Así las cosas, siendo 

que la Administración es la que mejor conoce sus necesidades y en consecuencia la que mejor 

puede disponer la mejor forma de atenderlas y no habiendo presentado la parte recurrente la 

debida fundamentación, lo procedente es declarar sin lugar el recurso de objeción presentado. 

Comentario de oficio. Sobre el escrito de fecha 10 de diciembre de 2015, presentado por el 

recurrente, visible a folios 53 a 59 del expediente de objeción, es menester señalar que durante 

el trámite del recurso de objeción no está contemplada una etapa de contención o respuestas 

entre las partes, por lo que corresponde al objetante desarrollar todos los argumentos, con su 
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debida prueba, al momento de la interposición del recurso, no siendo admisibles las 

manifestaciones que se realicen en un momento posterior.  Es por ello que esta Contraloría 

General no entra a considerar lo expuesto en tal escrito.----------------------------------------------------- 

POR TANTO 

De conformidad con lo expuesto y con fundamento en lo que disponen los artículos 81 y 

siguientes de la Ley de Contratación Administrativa,  167 y 170 y siguientes del Reglamento a 

la Ley de Contratación Administrativa, se resuelve: 1) DECLARAR SIN LUGAR el recurso de 

objeción interpuesto por la empresa INTEGRATED ENGINEERING SYSTEMS, S.A. en contra 

del cartel de la LICITACIÓN PÚBLICA No. 2015LN-000007-13801, promovida por el 

MINISTERIO DE HACIENDA para la implementación de un servicio de mensajería y 

herramientas colaborativas en la nube. Se da por agotada la vía administrativa. --------------------- 

NOTIFÍQUESE. ---------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
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Gerente Asociada 
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